
QUE REFORMA LOS ARTÍCULOS 16 Y 29 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS 

UNIDOS MEXICANOS, A CARGO DEL DIPUTADO VÍCTOR MANUEL SÁNCHEZ OROZCO, DEL 

GRUPO PARLAMENTARIO DE MOVIMIENTO CIUDADANO 

El suscrito, diputado Víctor Manuel Sánchez Orozco, integrante del Grupo Parlamentario de 

Movimiento Ciudadano, en uso de las facultades conferidas en los artículos 71, fracción II, de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 6, numeral 1, fracción I; 77 y 78 del 

Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a consideración de esta honorable asamblea la 

iniciativa con proyecto de decreto que reforma los artículos 16 y 29 de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, conforme a la siguiente 

Exposición de Motivos 

I. La Asamblea General de la Organización de las Naciones Unidas (ONU) adoptó el 18 de diciembre 

de 1992 la Declaración sobre la Protección de Todas las Personas contra las Desapariciones Forzosas, 

precisando en su artículo 17 que se consideran los actos de desaparición forzada como “...delito 

permanente mientras sus autores continúen ocultando la suerte y el paradero de la persona 

desaparecida y mientras no se hayan esclarecido los hechos” y se recomienda la prescripción a largo 

plazo de éstos. 

Dentro de la declaración, los derechos a la verdad y a la justicia en los casos de desaparición forzada 

implican el derecho de los afectados a denunciar los hechos ante autoridades competentes, la 

obligación del estado de investigar de oficio tales situaciones, la garantía de la seguridad de los 

denunciantes, y el procesamiento judicial de los implicados por parte de tribunales ordinarios. 

II. La Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas fue aprobada el 9 de junio 

de 1994 en Belém do Pará, Brasil, mediante la resolución 1256 de la Asamblea General de la 

Organización de Estados Americanos, sobre un proyecto preparado por la Comisión Interamericana 

de Derechos Humanos que venía siendo discutido desde 1987; y establece el delito de desaparición 

forzada como: “el arresto, la detención, el secuestro o cualquier otra forma de privación de libertad 

que sean obra de agentes del estado o por personas o grupos de personas que actúan con la 

autorización, el apoyo o la aquiescencia del estado, seguida de la negativa a reconocer dicha privación 

de libertad o del ocultamiento de la suerte o el paradero de la persona desaparecida, sustrayéndola a 

la protección de la ley”1 . 

III. En julio del año pasado entró en vigor la reforma al artículo 73 de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos que nos permite trabajar para evitar y castigar la desaparición forzada de 

personas: 

Artículo 73. El Congreso tiene facultad: 

I. a XX. ... 

XXI. Para expedir: 

a) Las leyes generales que establezcan como mínimo, los tipos penales y sus sanciones en las 

materias de secuestro, desaparición forzada de personas, otras formas de privación de la libertad 

contrarias a la ley, trata de personas, tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o 

degradantes, así como electoral. 



Las leyes generales contemplarán también la distribución de competencias y las formas de 

coordinación entre la federación, las entidades federativas y los municipios; 

b) a c) ... 

... 

... 

XXII. a XXX. ... 

IV. La desaparición de personas constituye una violación a los derechos humanos y es calificada de 

lesa humanidad, que afecta no solamente a la víctima, sino a sus familiares y a la sociedad en general. 

V. El gobierno debe estar obligado para el caso de desaparición de personas, a buscarlas y no 

detenerse hasta encontrarlas, hasta tener respuesta verídica sobre su paradero. 

VI. El número de casos de desaparición forzada en México tiene niveles similares a países que han 

experimentado guerra civil y violencia política como Siria y Pakistán. Desde el 2008 han ocurrido 

136 casos en México, al igual que en la República Árabe de Siria. Los estados más afectados son 

Guerrero, Veracruz y Tamaulipas, todos con altos niveles de inseguridad debido a la presencia del 

narcotráfico en sus territorios. Pese a este panorama, en el país no se cuenta con un sistema nacional 

de búsqueda de personas desaparecidas que garantice la verdad, justicia y reparación del daño a las 

víctimas, expone un informe del Senado2 . 

VII. En México hay 27 mil 659 personas desaparecidas, extraviadas o no localizadas, según un 

registro nacional gubernamental. Entre enero de 2014 a junio de 2015 se reportaron 820 personas 

desaparecidas. 

VIII. En cumplimiento al artículo 133 de nuestra Carta Magna, es necesario que las legislaciones que 

regulen la desaparición forzada sean conforme a los lineamientos plasmados en los tratados 

internacionales, y en el tema que nos ocupa, nuestro país ha ratificado la Convención Interamericana 

sobre Desaparición Forzada de Personas, la Convención Internacional para la Protección de Todas 

las Personas contra las Desapariciones Forzadas y el Estatuto de Roma. 

IX. Así pues, legislar sobre desaparición de personas, debe traer aparejado la obligación del estado 

en buscar a la persona desaparecida, y el derecho humano a que esa búsqueda no concluya sino hasta 

ser encontrado o conocer de forma indubitable el paradero del desaparecido. 

X. La intención principal de esta iniciativa es el establecimiento en nuestra legislación del 

reconocimiento del derecho a ser buscado en caso de desaparición forzada de personas, considerando 

los elementos establecidos en los tratados internacionales en los que México forme parte, así como 

las circunstancias que recientemente los mexicanos hemos sido testigos, como es el caso de la 

lamentable desaparición de estudiantes en Iguala, Guerrero, y la falta de resultados en la investigación 

a este caso y descuido de medios de convicción por parte de servidores públicos. 

XI. Con esta iniciativa se pretende fijar las bases en una legislación de aplicación práctica y posible 

en cumplimiento de los derechos establecidos en la Convención Interamericana sobre Desaparición 

Forzada de Personas, con la finalidad de que desde la Constitución se garantice el derecho de las 

víctimas de desaparición forzada a ser buscados. 



XII. Así las cosas, es de relevancia citar para discurrir el caso que nos ocupa, el siguiente criterio de 

la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que ha dictado jurisprudencia firme, estableciendo que el 

delito de desaparición forzada de personas es de naturaleza permanente o continua, hasta que aparecen 

los sujetos pasivos o se establece cuál fue su destino: 

Desaparición forzada de personas. Ese delito es de naturaleza permanente o continua 

El referido delito que contempla el artículo II de la Convención Interamericana sobre Desaparición 

Forzada de Personas, adoptada en la ciudad de Belém, Brasil, el día nueve de junio de mil 

novecientos noventa y cuatro (coincidente con lo previsto en los artículos 215-A del Código Penal 

Federal y 168 del Código Penal del Distrito Federal), de acuerdo con el derecho positivo mexicano, 

es de naturaleza permanente o continua, ya que si bien el ilícito se consuma cuando el sujeto activo 

priva de la libertad a una o más personas, con la autorización, apoyo o aquiescencia del estado, 

seguida de la falta de información sobre su paradero, dicha consumación sigue dándose y 

actualizándose hasta que aparecen los sujetos pasivos o se establece cuál fue su destino. 

Controversia constitucional 33/2002. Jefe del gobierno del Distrito Federal. 29 de junio de 2004. 

Unanimidad de nueve votos. Ausente: Guillermo I. Ortiz Mayagoitia. Ponente: Juan Díaz Romero. 

Secretaria: Martha Elba Hurtado Ferrer. 

El tribunal pleno, en su sesión pública celebrada hoy veintinueve de junio en curso, aprobó, con el 

número 48/2004, la tesis jurisprudencial que antecede. México, Distrito Federal, a veintinueve de 

junio de dos mil cuatro. 

Ejecutorias 

Controversia constitucional 33/2002 

XIII. El grave problema de desapariciones forzadas en México y la poca o nula búsqueda y respuesta 

de nuestras autoridades, es alarmante a nivel internacional; es así, que organismos internacionales y 

grupos de la sociedad civil, se han manifestado en diferentes países demandando a la presidencia de 

nuestro país una adecuada defensa de los derechos humanos, principalmente de desaparición y 

búsqueda de personas. 

XIV. Las personas desaparecidas tienen derecho a ser buscados y los familiares de las personas 

desaparecidas tienen el derecho a la verdad, a conocer el paradero de sus seres queridos. 

XV. Es urgente que México tenga bases claras a partir de las cuales se organice y actúe de forma 

inmediata para evitar se sigan cometiendo violaciones a los derechos humanos principalmente los 

relacionados con desaparición forzada de personas y falta de búsqueda o investigación adecuada. 

Por todo lo anterior, se somete a su consideración, la presente iniciativa con proyecto de 

Decreto que reforma los artículos 16 y 29 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos 

Artículo Primero. Se adiciona un párrafo cuarto y se recorren los demás, al artículo 16, y se reforma 

el segundo párrafo del artículo 29, ambos de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, para quedar como sigue: 



Artículo 16. ... 

... 

... 

Queda prohibida la desaparición forzada de personas. Toda persona tiene derecho a ser 

buscada por las autoridades desde el momento en que se tenga conocimiento de su desaparición. 

... 

... 

... 

... 

... 

... 

... 

... 

... 

... 

... 

... 

... 

... 

... 

... 

... 

Artículo 29. ... 

En los decretos que se expidan, no podrá restringirse ni suspenderse el ejercicio de los derechos a la 

no discriminación, al reconocimiento de la personalidad jurídica, a la vida, a la integridad personal, a 

la protección a la familia, al nombre, a la nacionalidad; los derechos de la niñez; los derechos 

políticos; las libertades de pensamiento, conciencia y de profesar creencia religiosa alguna; el 



principio de legalidad y retroactividad; la prohibición de la pena de muerte; la prohibición de la 

esclavitud y la servidumbre; la prohibición de la desaparición forzada y el derecho a ser buscado; 

la prohibición de la tortura; ni las garantías judiciales indispensables para la protección de tales 

derechos. 

... 

... 

... 

Transitorio 

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial 

de la Federación. 
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